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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

DERECHO AL DIAGNÓSTICO/ Vulneración al derecho a la salud por tardanza en la práctica de los exámenes ordenados por el médico tratante 

“En lo que atañe al procedimiento denominado `Aortograma´, se tiene que aunque la parte accionada refirió que su autorización se dio antes de la promoción del libelo, pasados solo algunos días de la respectiva orden médica, y que la aparente demora ocurrió por la falta de radicación de un documento que le fue requerido a la paciente (...) es claro que a la fecha, no se ha materializado su práctica (...) pese a que se le había informado que la misma se llevaría a cabo el día 3 de marzo, lo que denota, en el estado actual de cosas, la trasgresión que se demanda, como quiera que ha pasado ya algo más de un mes y medio, y no se sabe a ciencia cierta, más allá de la autorización otorgada, cuándo, en verdad, se ejecutará el procedimiento médico del caso.

Y en lo que corresponde al examen `HEMOGRAMA TP PTT INR GLICEMIA CREATININA GLUCOSA Y EKG´, nada se adujo sobre la gestión para su realización en la respuesta a la acción de tutela y la señora Sánchez de Ospina manifestó que este ni siquiera se ha autorizado.”
Citas: Corte Constitucional, sentencia T-274 de 2009.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo siete de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00278-00
Acta N° 110 de marzo 7 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela promovida por María Rubiela Sánchez de Ospina, en contra de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional.
ANTECEDENTES

 María Rubiela Sánchez de Ospina, quien actúa en su propio nombre, acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos constitucionales fundamentales “a la salud y a la vida en condiciones dignas”, de los que este es titular y que estima conculcados por la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional.

Relató, en síntesis, que se encuentra afiliada al sistema de salud en el régimen especial de la Policía Nacional como cotizante; le fue diagnosticada “ATEROSCLEROSIS DE LAS ARTERIAS DE LOS MIEMBROS”, y por tal razón le fue ordenada la cirugía “AORTOGRAMA MAS ARTEROGRAFIA DE MIEMBROS INFERIORES”  y el examen “HEMOGRAMA TP PTT INR GLICEMIA CREATININA GLUCOSA Y EKG”. Se acercó a la Clínica COMFAMILIAR, donde recibe la atención del caso, y se le indicó que debía ir a la EPS para que remitieran la respectiva autorización, y una vez se acercó a la entidad, le informaron que no había presupuesto para tales eventos.

Pidió, en consecuencia, que se ordene a la accionada la autorización de los citados procedimiento y examen.
Con la demanda, entre otros documentos, aportó copia de la respectiva orden de interconsulta.

A la petición se le dio trámite y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Así lo hizo el Jefe Seccional Sanidad quien expresó, en resumen, que la entidad, con el fin de garantizar la prestación de los servicios asistenciales a sus usuarios, ha dispuesto los recursos necesarios para brindar la atención médica, odontológica, quirúrgica y farmacéutica pertinente; no se ha negado el servicio a la usuaria, tal como se demuestra con las diversas atenciones dispensadas; solo se manejan servicios de primer nivel ambulatorio y por ello se ven en la necesidad de contratar los demás servicios de salud con diferentes entidades de otros niveles de complejidad y para ello existe un procedimiento interno, que relacionó; agregó que en el caso concreto se pudo establecer que la solicitud del procedimiento denominado AORTOGRAMA se autorizó y la orden está a disposición de la usuaria desde el pasado 2 de febrero, por lo que no se entiende su proceder, pues la solicitud fue radicada el día 19 de enero y autorizada 10 días después. 
Con posterioridad obra constancia acerca de que respecto de dicho procedimiento fue autorizado y se señaló fecha para su práctica (f. 12), no se llevó a cabo (f. 13).
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, acudió María Rubiela Sánchez de Ospina, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, teniendo presente que la entidad accionada no le autoriza los procedimientos que le fueron ordenados por el médico tratante, denominados “AORTOGRAMA MAS ARTEROGRAFIA DE MIEMBROS INFERIORES”  y “HEMOGRAMA TP PTT INR GLICEMIA CREATININA GLUCOSA Y EKG”.
Se sabe que el derecho a la salud y a la vida en condiciones dignas son fundamentales según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
 y así lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015, aspecto sobre el que nada se controvierte, como tampoco sobre la necesidad de lo ordenado por el profesional de la medicina que atiende a la demandante.

  



Precisamente, el caso de ahora involucra a una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, pasa por un serio quebranto de salud por el cual requiere los procedimientos ordenados por el médico tratante en aras de obtener una mejor condición de vida.

  



En este caso, lo que está de por medio, es el diagnóstico definitivo, a partir de cuyos resultados se podrá determinar el verdadero estado de la paciente, así como los procedimientos, medicamentos u otros servicios que sean adecuados para su tratamiento. Y en este sentido, con suficiencia la Corte Constitucional ha hecho hincapié de tiempo atrás, sobre la necesidad y urgencia del mismo. En uno de tantos pronunciamientos, dijo, por ejemplo, en la sentencia T-274 de 2009 que: 

    


“En abundante jurisprudencia[18] esta Corporación se ha ocupado del análisis del derecho al diagnóstico como supuesto indispensable para la adecuada prestación del servicio de salud.

 

Así, en sentencia T-1181 de 2003 la Corte señaló el contenido preciso del derecho al diagnóstico. En dicha oportunidad esta Corporación indicó que tal garantía confiere al paciente la prerrogativa de exigir de las entidades prestadoras de salud la realización de los procedimientos que resulten precisos con el objetivo de establecer la naturaleza de su dolencia para que, de esa manera, el médico cuente con un panorama de plena certeza sobre la patología y determine “las prescripciones más adecuadas” que permitan conseguir la recuperación de la salud, o en aquellos eventos en que dicho resultado no sea posible debido a la gravedad de la dolencia, asegurar la estabilidad del estado de salud del afectado.

 

En igual sentido, en sentencia T-232 de 2004 la Corporación sostuvo que el alcance del derecho a la seguridad social no se agota en la posibilidad de obtener la atención médica, quirúrgica, hospitalaria y terapéutica requerida, sino que incluye, como presupuesto esencial, el derecho a un diagnóstico efectivo[19]. Dicho diagnóstico está orientado a precisar, de manera suficiente, la situación actual del paciente, lo cual permite a los facultativos la posibilidad de prestar un adecuado servicio de salud. Dichos exámenes, precisó la Corte, deben ser practicados con “la prontitud necesaria y de manera completa”[20].

 

En cuanto a la oportunidad en que debe ser realizado el examen diagnóstico, es preciso resaltar que la urgencia de su práctica no se da en forma exclusiva en aquellos eventos en los cuales la vida del paciente se encuentra en riesgo inminente, pues la demora injustificada en la atención de las enfermedades ordinarias, ocasionada por la falta de diagnóstico, supone un ilegítimo irrespeto al derecho a la dignidad humana, toda vez que dicha actuación dilatoria obliga al paciente a soportar las inclemencias de su dolencia, siendo éstas evitables con la puntual iniciación del tratamiento médico[21].

 

Sobre el asunto objeto de análisis, en sentencia T-860 de 2008 esta Corporación indicó lo siguiente a propósito de la oposición a la práctica de exámenes que permitan el establecimiento del origen de una determinada dolencia y su posterior atención:

 

[E]n ocasiones el médico tratante requiere una determinada prueba médica o científica para poder diagnosticar la situación de un paciente. En la medida que la Constitución garantiza a toda persona el acceso a los servicios de salud que requiera, toda persona también tiene derecho a acceder a los exámenes y pruebas diagnósticas necesarias para establecer, precisamente, si la persona sufre de alguna afección a su salud que le conlleve requerir un determinado servicio de salud. Esta es, por tanto, una de las barreras más graves que pueden interponer las entidades del Sistema al acceso a los servicios que se requieren, puesto que es el primer paso para enfrentar una afección a la salud. Así pues, no garantizar el acceso al examen diagnóstico, es un irrespeto el derecho a la salud[22] (énfasis fuera de texto).”

 

  



Conforme con lo delineado, el asunto que ocupa la atención de la Sala se vierte sobre las dos atenciones demandadas. 
 



En lo que atañe al procedimiento denominado “Aortograma”, se tiene que aunque la parte accionada refirió que su autorización se dio antes de la promoción del libelo, pasados solo algunos días de la respectiva orden médica, y que la aparente demora ocurrió por la falta de radicación de un documento que le fue requerido a la paciente (f. 12), es claro que a la fecha, no se ha materializado su práctica (f. 13), pese a que se le había informado que la misma se llevaría a cabo el día 3 de marzo, lo que denota, en el estado actual de cosas, la trasgresión que se demanda, como quiera que ha pasado ya algo más de un mes y medio, y no se sabe a ciencia cierta, más allá de la autorización otorgada, cuándo, en verdad, se ejecutará el procedimiento médico del caso.




 
Y en lo que corresponde al examen “HEMOGRAMA TP PTT INR GLICEMIA CREATININA GLUCOSA Y EKG”, nada se adujo sobre la gestión para su realización en la respuesta a la acción de tutela y la señora Sánchez de Ospina manifestó que este ni siquiera se ha autorizado. 
Con esas omisiones, no se requieren mayores esfuerzos para establecer el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados, lo que justifica la intervención del juez constitucional, toda vez que aunque ha recibido atención con motivo de la afección que presenta, se han dilatado las ejecuciones de lo dispuesto por el profesional de la medicina tratante, lo que pone al descubierto, cómo no, la vulneración de los derechos invocados en amparo.
En consecuencia, se concederá la protección reclamada y se le ordenará a la parte accionada, por conducto de su Jefe Seccional, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo proceda (i) a realizar las gestiones necesarias para que a la demandante le sea practicado el “AORTOGRAMA MAS ARTEROGRAFIA DE MIEMBROS INFERIORES” que, en todo caso, deberá hacerse efectivo en un plazo no mayor a cinco (5) días; (ii) a autorizar, dentro de aquel e inicial mismo plazo señalado el “HEMOGRAMA TP PTT INR GLICEMIA CREATININA GLUCOSA Y EKG” ordenado a la accionante por el médico tratante, que se deberá ejecutar, en un término no mayor a diez (10) días.
 



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo impetrado por María Rubiela Sánchez de Ospina, en contra de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional.
En consecuencia, se ordena al Jefe Seccional Sanidad Risaralda, cargo ocupado actualmente en encargo por la Teniente Coronel Luisa Fernanda Vega Bahamón, o quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que de esta providencia se le haga, proceda a:

1. Realizar las gestiones necesarias para que a la demandante le sea practicado el “AORTOGRAMA MAS ARTEROGRAFIA DE MIEMBROS INFERIORES” que, en todo caso, deberá hacerse efectivo en un plazo no mayor a cinco (5) días.

2. Autorizar, la práctica del “HEMOGRAMA TP PTT INR GLICEMIA CREATININA GLUCOSA Y EKG”, que se deberá ejecutar, en un término no mayor a diez (10) días.
De ello se dará cuenta a esa Sala.





Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007
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